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Procedimiento de actuación ante denuncias de posibles empadronamientos irregulares 

I.- Antecedentes

I.1.- Informe de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Economía sobre la obligación del INE para promover las acciones de comprobación y control sobre los Padrones municipales

En junio del año 2003, se solicitó un informe a la Asesoría Jurídica del Ministerio de Economía respecto a la obligación que tiene el INE para promover las acciones de comprobación y control sobre los Padrones municipales, dispuestas por el artículo 78
 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial, a petición de particulares.

De dicho informe se desprendía que:

- La formación, actualización, revisión y custodia del Padrón son competencia de los Ayuntamientos, los cuales deben desarrollar las actuaciones y operaciones precisas para mantener actualizado éste, de forma que sus datos concuerden con la realidad, según se establece en los artículos 60 y 62 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales.

- En virtud del artículo 1.1 del Estatuto del Instituto Nacional de Estadística aprobado por Real Decreto 508/2001, de 11 de mayo, y con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 d) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, el INE como Organismo autónomo de la Administración General del Estado, adscrito al Ministerio de Economía, en su ámbito propio, debe prestar a los Ayuntamientos la cooperación y asistencia activas que estos puedan precisar para el eficaz cumplimiento de sus tareas.

- El Instituto Nacional de Estadística no es, en ningún caso, un organismo supervisor o fiscalizador del ejercicio de las competencias municipales en lo que atañe al Padrón de habitantes. De manera que las actividades que el artículo 78 prevé como posibles a cargo del INE, no son más que una modalidad específica de la cooperación entre Administraciones Públicas.

- En consecuencia, el INE no tiene obligación de realizar las operaciones previstas en el artículo 78 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial, y menos aún a instancia de particulares.

En dicho informe se detalla la actuación legal que pueden llevar a cabo los interesados, dado que al tratarse de escritos presentados por particulares sobre actuaciones de un Ayuntamiento que ponen de manifiesto una serie de posibles irregularidades que pudieran perjudicar a los vecinos del municipio, serán susceptibles de impugnación conforme al régimen general establecido en los artículos: 52 de la Ley 7/1985 Reguladora de las Bases del Régimen Local, el Capítulo II del Título VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

También se recuerda el deber de resolver expresamente las solicitudes presentadas por los administrados que incumbe a las Administraciones Públicas, según el artículo 42.1 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, por lo cuál esta actuación debía ponerse en conocimiento de los autores del escrito con el fin de remitir a éstos a la vía administrativa o jurisdiccional para que puedan ejercitar y defender sus derechos.

Desde entonces los escritos que han ido llegando a la Unidad de Censos y Padrón sobre posibles empadronamientos irregulares se han venido contestando en el sentido establecido por el informe de la Asesoría Jurídica referido.

I2.- Informe de la Asesoría Jurídica de la Secretaría de Estado de Economía del Ministerio de Economía y Hacienda sobre la posibilidad de que el INE ejerza la acción sustitutoria en los casos de empadronamientos irregulares

El informe se solicitó por acuerdo del Pleno del Consejo de Empadronamiento el pasado 21 de abril de 2005, fue emitido con fecha 9 de diciembre de 2005 y se presentó al pleno del Consejo de Empadronamiento del 29 de marzo de 2006.

El informe se limita a establecer que la acción sustitutoria está pensada para aquellos casos en que un Ayuntamiento no realiza las operaciones necesarias para mantener actualizado el Padrón, en virtud de lo establecido en el artículo 62
 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales.

Sin embargo, en los supuestos en que el INE sospeche que pueda estar ante un empadronamiento irregular lo que procede es acudir a los mecanismos de control previstos en el artículo 78 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial, resolviéndose las discrepancias en la forma prevista en el artículo 80
 del citado Reglamento.

Una vez que se haya resuelto la discrepancia por la Presidencia del INE, corresponderá al Ayuntamiento respectivo el ejecutar la resolución que se haya dictado. 

El informe no proporciona un procedimiento de actuación en situaciones de posibles empadronamientos irregulares.

II. Actuaciones a seguir de acuerdo a lo establecido en la Resolución de 24 de febrero, de la Oficina de Censo electoral

Entre otras, la Resolución establece que cualquier particular puede presentar reclamación ante la Delegación de la Oficina del Censo Electoral en relación con el número de electores en un mes de un determinado municipio o de una entidad local menor del mismo.

Una reclamación desencadena las siguientes actuaciones:

1. Solicitud de certificación al Ayuntamiento de haber realizado las comprobaciones necesarias para verificar que los electores inscritos en el Censo Electoral del municipio por haber sido altas en el Padrón en el mes considerado, residen realmente en el mismo y en el domicilio donde figuran empadronados. La solicitud es potestativa del Delegado y debe ser atendida en un plazo de 10 días 

2. Notificación individual por parte del Ayuntamiento a cada elector dado de alta en el mes a que se refiere la reclamación presentada, para que indiquen por escrito cual es el municipio y el domicilio de su residencia habitual.

3. Inicio de expediente de baja por inclusión indebida por parte del Ayuntamiento, para aquellas personas dadas dé alta en la que se haya podido comprobar que no residen en el municipio o que no responden al requerimiento.

4. En el caso de que el Ayuntamiento no responda se pondrá en conocimiento de la Junta Electoral Central según lo previsto en el artículo 2.6 de la Resolución.

III.- Procedimiento de actuación en situaciones de posibles empadronamientos irregulares

El procedimiento de actuación coordinado de Padrón y de Censo Electoral por parte del INE, que dé respuesta a las actuaciones que le competen, es el siguiente:

1.Las reclamaciones de los interesados se deberán contestar por la Unidad a la que vayan dirigidas, sea Censos y Padrón sea la Oficina del Censo Electoral, y poniendo en conocimiento del reclamante que se ha dado traslado de la misma a quien competa cuando proceda.

2. Las reclamaciones a las cifras de electores derivadas de la Resolución de 24 de febrero de 2006, serán atendidas por la Oficina del Censo Electoral, tanto si se observan indicios de irregularidades como si no, conforme a los criterios siguientes:

2.1 Si no se apreciaran indicios: respuesta al reclamante en ese sentido.

2.2 Si se apreciaran indicios: respuesta al reclamante comunicándole que se solicita informe al Ayuntamiento, petición de informe al Ayuntamiento, adjuntándole copia de la reclamación (salvo indicación expresa en sentido contrario por el reclamante) y respuesta al reclamante del resultado final.

3. Las solicitudes de baja por supuestas inscripciones indebidas en el Censo Electoral y de revisiones completas de los padrones municipales, se contestarán indicando que, en función de las tareas de coordinación padronal y de gestión del Censo Electoral, no se atenderán solicitudes de inspecciones individuales ante denuncias de los particulares, limitándose a dar traslado de las misma al Ayuntamiento. Justificándose, en su caso, en base a los informes de la Asesoría Jurídica del apartado I.

4. Las comprobaciones que llevara a cabo la Oficina del Censo Electoral, por propia iniciativa o para dar cumplimiento a acuerdos de la Junta Electoral Central o a sentencias derivadas de procedimientos judiciales, se realizarán de manera que los cambios que de éstas se desprendieran tengan su reflejo previo en el Padrón, de la forma siguiente:

4.1 Comunicación al Ayuntamiento indicándole los motivos de la actuación para que realice un informe sobre la situación planteada si no se le hubiera requerido anteriormente.

4.2 Si en el informe se justifica y motiva adecuadamente el aumento de su población o la irregularidad observada se daría por finalizada la cuestión.

4.3 Si, por el contrario, en el informe se observaran inconsistencias e irregularidades se llevará a cabo una inspección sobre el terreno para comprobar la veracidad de la situación planteada o denunciada.

4.4 Para aquellos casos en los que no se contactara con los electores objeto de la inspección, la OCE les enviará una notificación de confirmación de residencia habitual en ese municipio y en ese domicilio, informándoles de la normativa padronal (artículo 107 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial
 y electoral (artículo 153.1 de la Ley orgánica de Régimen Electoral General
) al respecto, así como que si no responde al requerimiento en un plazo de 15 días, ello será puesto en conocimiento del Ayuntamiento en que reside para que inicien los expedientes de baja de oficio correspondientes.

4.5 Superado ese plazo se remitirán las solicitudes de baja que correspondan por inclusión indebida al Ayuntamiento.

4.6 Transcurridos tres meses desde la comunicación realizada por el INE con las propuestas de baja sin que el Ayuntamiento implicado haya comunicado la repercusión de las bajas de oficio en su Padrón éstas se plantearían como discrepancias entre el INE y el Ayuntamiento, dando lugar a una Resolución de la Presidenta del INE (en su caso del Delegado Provincial), previo informe del Consejo de Empadronamiento, dando de baja por inclusión indebida las inscripciones propuestas en la base de Padrón del INE y teniendo por tanto su correspondiente reflejo en el Censo Electoral.








Madrid, 30 de junio de 2006

� Artículo 78. 


El Instituto Nacional de Estadística podrá llevar a cabo operaciones de control de la precisión de los Padrones municipales, informando del resultado a los correspondientes Ayuntamientos, y comunicándoles, en su caso, las medidas a tomar para dotar a su Padrón de una mayor precisión. 


También podrá el Instituto Nacional de Estadística proponer a los Ayuntamientos la realización de operaciones conjuntas, sea de control, sea de actualización de sus Padrones.


� Artículo 62.


1. Los Ayuntamientos realizarán las actuaciones y operaciones necesarias para mantener actualizados sus Padrones de modo que los datos contenidos en éstos concuerden con la realidad.


2. Si un Ayuntamiento no llevare a cabo dichas actuaciones, el Instituto Nacional de Estadística, previo informe del Consejo de Empadronamiento, podrá acudir a la ejecución sustitutoria prevista en el artículo 60 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, sin perjuicio de los recursos jurisdiccionales que procedan.


� Artículo 80.


Las discrepancias que pudieran plantearse entre Administraciones con ocasión de las operaciones de comprobación y control del Padrón municipal serán resueltas por el Presidente del Instituto Nacional de Estadística a propuesta del Consejo de Empadronamiento.


� Artículo 107 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial 


La negativa de los españoles y extranjeros que vivan en territorio español a cumplimentar las hojas de inscripción padronal, la falta de firma en éstas, las omisiones o falsedades producidas en las expresadas hojas o en las solicitudes de inscripción, así; como el incumplimiento de las demás obligaciones dimanantes de los preceptos anteriores en relación con el empadronamiento, serán sancionadas por el alcalde conforme al artículo 59 del Real Decreto legislativo 781/1986, de 18 de abril, sin perjuicio de cualquier otra clase de responsabilidad a que hubiera lugar.


Los padres de los menores de edad o incapacitados, o sus tutores o, en su caso, los residentes mayores de edad con los que habiten, responderán del incumplimiento de las obligaciones indicadas y de las omisiones y falsedades producidas en las hojas de inscripción o en las solicitudes en relación con estos menores.


� Artículo 153.1 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General 


Toda infracción de las normas obligatorias establecidas en la presente Ley que no constituya delito será sancionada por la Junta Electoral competente. La multa será de 20.000 a 200.000 pesetas si se trata de autoridades o funcionarios y de 5.000 a 100.000 si se realiza por particulares.
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